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l . El presente trabajo no se refi ere a lo que usU(! hncnlc se conoce como Uases 
Consti tucionales del Derecho Procesal , sino propiamente a la Teoría dc] I1crccho 
Prm:csal Constitllciol1a! ~ un tema que ha sido hasta ahora poco tratado y que, por lo 
JIl ismo, suele abordan.,c dcsdc las categorías propias de la Teoría del Dere·cho Proce­
sal surgidas al amparo del proceso penal y ci vil. El principal objetivo de la siguiente 
ponencia es marcar las diferenci as esenciales entre í11 gunas de dicha" Cli lcgOríli s y los 
princ ipius quc inlonmm d Derecho Procesal Constituc ional. 

1. INTRODUCCiÓN 

2. La principal atinnacion que valida la teori a del Proceso en sede subconstituciol1al 
es la de que las partes comprometidas en una cont roversia jurídica no disponen del 
dCfL~c ho en base al cual el la se solucionará. Pueden. en algunos casos. disponer del 
o~i e l o de su pn.:tcnsióll materi al. pero no alterar la base sobre la cual se decidirá su 
prc:tensión procesal. La autonomia reconocidli a las partes para configurar sus obli­
gncioncs no obsta a esta afinnación. en el sentido que su misma cfi cadli jurídica se 
encuentra supeditada a un ordenamiento que no es tá a dispos ición de las partes. Y de 
at.luí que el pronunciamiento jurisdiccional sobre una controversia conlleve en última 
instancia una decisión final sobre su componente jurídico, Jo que a su vez implicará 
un pronunciamiento sobre la legitimidad o ilegitimidé1 d (desde el punto de vista de 
ese ordenamiento) del recurso a la coacciún a fi n de obtener el obj eto de la prctcn· 
sión lll<.ttcria1. f)Clllro del Derecho Procesal es la Teoría de la Cosa Juzgada la que 
si nteti za la idea de que la resolución j urisdiccional de una controversia agota en 
forma dc linit iva ltl que d .... j urídico hay en ella. Esto sólo es posible si se admite por 
sobre las partes en conflicw la existencia de criterios indisponibles en base a los 
cuales se alcanzará esa decis ión. 
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3. Este aspecto fundamental de la Teoría del Proceso, y cuya vigencia es indis­
cutida en la casi totalidad l del ámbito jurídico sub-constitucionaL es precisamente el 
primero en echarse en falta en la mayor parte de los casos comprendidos dentro de la 
jurisdicción constitucional. Esto sólo puede explicarse sobre la base de un concepto 
de Constitución en el sentido del Constitucionalismo, y de su función en ese contex­
to. Tradicionalmente se ha destacado que la Constitución es un instnunento para 
limitar el poder. Sin embargo, este rasgo no es ni exclusivo ni el único del fenómeno 
constihlcional. No es exclusivo, en cuanto toda alegación de un derecho ti"ente a la 
autoridad ha tenido este sentido de limitación del poder en la Historia, sin que por 
esto hablemos en todas sus etapas de fenómenos equiparables al Constitucionalis1l10. 
Ni es el lmico, desde el momento que el sentido y función de la Constitución, dentro 
del fenómeno dd COl1stitucionalismo. sólo es consecuencialmente limitativo del 
poder. Esto no implica desconocer la importancia de este aspecto. sino solamente 
ubicarlo en su correcta posición teórica. El eje central del Constitueionalismo es la 
idea de que, ante la caída de los criterios de legitimación tradicional. el gobielllo 
-entendido en lill sentido amplio. como poder político institucionalizado- requiere de 
un fundamento racional. Sobre esta base -desarrollada en términos absolutistas por 
lIobbes, y liberales por Locke-, el orden político no es algo "dado" -al modo del 
orden tradicional. y aún cuando en éste se elucubrara sobre su fundamento y origen­
sino que pasa a constituirse en objeto de ulla decisión política. El gobie11lo puede ser 
moldeado según la voluntad de los integrantes del.sistema político -y es por eso que 
la Teoría del Poder Constituyente surge precisamente ante la necesidad de explicar 
cómo se da lugar a las reglas de ejercicio del poder politico una vez caido el criterio 
de legitimidad tradicional, y re !leja consecucncialmente al soberano político -que 
ahora se entiende ser el pueblo- al momento de pronunciarse sobre las bases del 
ejercicio del poder. 

4. Este cambio, que hace de las reglas del gobierno el objeto consciente de una 
decisión política, va a tener como principal consecuencia el hecho de que sólo se 
reconocerá como poder legítimo a aquel basado en esta decisión, y ella. a su vez. se 
plasma en un docunlento escrito y único. que -y esta es la diferencia del énfasis con 
la visión de la Constitución como limitación del poder- da origen y es el criterio de 
legitimidad del poder público. No se trata ya de un poder monárquico existente al 
cual debemos limitar -esto no es, propiamente, Constitucionalismo- sino al estable­
cimiento de la base de legitimidad para el ejercicio de cualquier poder público. En 
este sentido la Constitución limita el poder. pero por algo: porque ella deviene en el 
único criterio para ftmdar el poder. Las posibilidades del ejercicio de un poder ilegí­
timo siguen existiendo, pero en el Constitucionalismo lo interesante es que no sólo 
serán antijurídicas por ser lil "poder" que va contra el derecho (como pudo serlo una 
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La jurisdicción en el campo de aquellas controversias que se desarrollan (JI interior de 
relaciones que trascienden a la dedsión judidal parec.: en g.:neral plantear de::;afíos a la 
Teoría de la Cosa Juzgada y a la idea de la solución ddinitiva de una controversia. Esto 
resulta en especial evidente para aquellos que se encuentran familiarizados con la juris­
dicción de menores. Sin embargo. y a pesar de que en consideración a ella se ha dejado 
abierta esta afirmación relativa <11 ámbito jurídico sub-constitucional, se trata aquí de una 
situación en esencia diferente a lo que ocurre a nivel constitucional: las paltes tampoco 
disponen del derecho, pero sí se ven vinculadas por lIna relación en la cual los cambios 
en los hechos dan lugar a nuevas pretension.:s. Técnicaml.:ntl.: habhmdo SI.: trata 1.:11 cada 
caso de una nueva controversia. 



monarquía limitada por el derecho), sino en cuanto no representan el ejercicio del 
poder entendido en sentido constitucionaL 

5. Esto va íntimamente asociado a la idea de racionalización del proceso políti­
co: su juridización implica o supone la renuncia al uso de la fuerza como criterio 
válido de la resolución del conflicto político -y ésta es la base del pensamiento de 
Hobbes y Locke-; y esta renuncia, expresa o tácita. sólo es posible sobre la base de 
su reemplazo por un criterio sustitutivo que pCnllita resolver las controversias políti­
cas -y que en la teoría democrática y de la soberan.ía popular (ref.: Rousseau) será la 
idea del consentimiento al gobierno ftmdado en el hecho de que éste recoge la parti­
cipación de las voluntades individuales-o Ahora bien: lo palticular de la Constitución 
no estriba solamente en fijar dicho criterio una vez que se acepta la primacía del 
derecho, y la idea de su fonnulación eomo una decisión racional y -valga la redlUl­
dancia- deliberada, sino que el hecho de que, en la mayor palte de los casos, se auto­
define abielta COIllO objeto de la decisión política, En otras palabras, la Constitución 
no es sólo la regla para el desalTollo del proceso político que se somete a ella, sino 
tmnbién para el proceso político que no se confonna con ella, e intenta modificarla2 

. 

6. De este concepto se deriva entonces también la función de la Constitución 
para el constitucionalismo: ser, como texto, la base de institucionalización del poder 
político institucionalizado. incluyendo dentro de éste la facultad de modificar esa 
base (poder constituycnte derivado). 0, en otTaS palabras, ser una nOn11a reguladora 
de un proceso político que puede tenerla como obJeto de controversia. 

7. Ahora bien: para terminar de entender esta idea hay que hacer explícita otra, 
que por ser obvia suele pn..:terirse: el hecho de ljue el proceso político, aun el civili­
zado a través de la Constitución, es un proceso infinito, ya que cOlTesponde al propio 
desan·ollo de la Historia. Es infantil pensar que los consensos transitorios alcanzados 
en algunas materias puedan tener Wl carácter definitivo. Por el contrario, las bases de 
la controversia política que dinarnizan el proceso político se encuentran en penna­
nente cambio, existiendo siempre la posibilidad de que se manifiesten, en el lenguaje 
de Easton, como demandas sobre la alocación autoritaria de valores (regulación de la 
lihertad de los individuos, distribución o aplicación de los bienes) dirigidas al siste­
ma político; incluyendo las bases para el ejercicio del poder político. Estas deman­
das. en caso de ser resistidas, producirán un nuevo frente de la controversia política, 
la que de esta manera nunca puede llegar a agotarse definitivamente sobre la base de 
la aplicación del derecho, ya que giran, precisamente, en tomo a su configuración, al 
establecimiento de las reglas de derecho que han de regir en la comunidad, como 
producto de las decisiones de poder. y de las nomla.s que habrán de regular la fonna 
de llegar a cse producto -esto es, el ejercicio mismo de ese poder-, Toda modifica­
ción de estas últimas reglas, relativas al quién puede decidir, el cómo y el sobre qué 
se puede decidir, implica en un sistema en que el poder se funda en la regla jurídica. 
un cambio en las posiciones de poder en el sistema político. De aquí que la fonnu­
lación del derecho constitucional, y su interpretación vinculante, tenga un intrínseco 

De <lquÍ que las cláusulas pétreas o de inderogabilidad no tengan como sentido impedir la 
reforma de la nonna fundamental; si las circunstancias políticas conducen a ello, poco 
podrá hacer una norma para impedirlo. Pero su sentido es daro en cuanto son señales 
que indican que para el constituyente "fiel" al criterio de legitimidad fommlado, lma tal 
reforma está prohibida. Es así que estas cláusulas no impiden una revolución, sino que, 
en un cierto sentido, la ordenan en el sentido de que una modificación a lo por ellas de­
clarado inderogable siempre tendrá que ser asumido como una revolución, al modo de un 
quiebre con los criterios de legitimidad establecidos en la Constitución. 
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carácter de "politicidad" : no tanto por el objeto de las materias n:guladas, sino por 
constituirse en lll10 de los objetos posibles de la controversia polít ica, y reposando 
por tanto su vigencia fácti ca en la existencia de tUl consenso que reconozca a la 
Constitución como ún.ico criterio de resoluciún dL' los conflictos políticos. Cuando 
este consenso, que es el consenso fundament al, y que en el Constitucionalismo va 
vinculado a ciertos contenidos materiales directamente relacionados al principio de 
racionalidad que releva a Jos criterios tradicionah.:s lk kgitimiuad. s.: abandona, se 
retoma al campo de la fuerzCl como modo decisorio del contlicto político -que se 
toma aquí en enfrentam iento matL'ri al. eH los hechos- a /llenos que venga a ser susti­
tuido por otro. Bajo las exigencias de este consenso. 1;1 Const itución no c.:x ige un 
acuerdo de todos sus intcgrantes con sus contenidos n0I111ativos. De hecho, ella 
misma se entiende como objeto de la decisión -yen esta medida de la controversia­
política. 

8. De lo que va a tratar entonces es que. a par1ir del consenso fundamental, las 
fuerzas políticas puedan resolver la controversia poli tica uentro de los cauces de 
disenso programados en la Constitución. Esto se va a expresar en una distinción 
política que es el cOITelato de las difl'R'ncias dL' nmgo nonnati vo existentes entre 
ConstinlCión y nonnas ~ub-cons{itucionales (dentro del esquema del Constituciona­
li~mo). y que se refiere a la Constitución como definición del disenso a ser asumido 
por los actores políticos, dentro del consenso fundamental. Todo precepto relativo a 
la modificación de la Constitución, y que establezca para dicha modificació'n requisi­
tos distintos. agravados en relación a la producción legislativa ordinaria, va a supo­
ner que. supuesto el consenso fundamental, lo~ actores políticos. en aras de perma­
necer bajo la vigencia de la Constitución como principio kgitimador del poder, están 
di spuestos a aceptar, a asumir , un mayor grado de disenso respecto de la Constitu­
ción. sin que éste se encuelllre legit imado para produL'ir un cambio en su cOlllenido. 

9. De lo dicho anterionnentc se desprenden directas consecuencias pnra una 
Teoría de la Jurisdicción Constitucional. Por lo pronto, y en el esquema de una 
constitución refonnabl e~ pero rígida, la función dc esta jurisdicción va a consistir 
esencialmente en la definición de los límites de disenso aceptables (o. mejor: ¡que 
tienen que ser asumidos!) dentro de la Con!-;titución, y de los niveles de consenso 
llecesarios para tomar medidas nonllativas incluyendo a la propia Constitución. Así 
visto, la función de esta jurisdicción no es, como muchas veces sc prctende. la man­
tención del consenso constitucional , sino de IOdo lo cOIllI'<l rio: que en virtud de su 
función St.' proteja la función política de Wl di ~enso. aún cmmdu ell algullos easos sea 
de W1a pequeña mayoría ( 1/3), la que quizás en otros ámbi tos del proceso polí tico no 
deba ser considerada (ej. : proceso legislativo ordinario). La preeminencia normativa 
por la cual debe velar la jw-isdicción constitucional, en los casos en que a ella se 
somete el control de const itucionalidad uc las leyes, no es sino la expresión de la 
preferencia que se da a una minoría frente a las deci siones de la mayoría , y, en esta 
medida, no es sino actualización del disenso. 0 , cn otras palabras. a la Constitución 
le es jurídicamente indifereTlte que. digamos un 65% de los ciudadanos o sus repre­
sentantes esté en contra de su texto, pero si le interesa eventualmente hacer va ler los 
derechos de un 35% (que se oponen a una rcfunna constitucional) incluso ti'ente a la 
decisión de un 58% de lus parlam¡;ntarios. 

10. Bajo el nivel del consenso fundam ental. las distintas posibi lidades de la 
dinámica del proceso poJitico dentro de la ConstitLlción sólo se encuentran vincula­
das a las distintas fOlTI laS y límites de la relación ent re consenso y disenso. El cómo 
están configuradas esas fmmas y límites es una cuestión que se contesta teniendo a la 
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vis ta el respect ivo tex to constitucional. o biell , observando e l sistema político. En la 
práctica, esta'i cuestiones tienen una importa ncia trascendental para las pn:guntas 
relativas a la supremacía constitucional y para la Teoría de la Jurisdicción Constitu­
cional obviamente, sin agotar su riqueza temática. 

11. SUPREMACÍA CONSTIT UCIONJ\L, CONTROVERSIAS CONSTITUCIO, 
NJ\l.ES y JUIUSDICCIÓN CONSTITlIC IONJ\l. 

a) ,\'upremeu.:ía c.:vl1stituciona/ y controversias conslilllc;onales 

11. La preeminencia nonllativa de la Constit ución es la faz jurídica de la d istinción 
entre los dist intos niveles de consellso~ , den tro de los cuales se puede desarrollar el 
proceso político, lo que siguit1ca decir, dentro de los cual es podrán partic ipar los 
órganos Y' actores políticos en el proceso de fonnación y toma de decisiones políti­
\.:as. 

Una garantí a jurídica de esta actividad sólo puede darse bajo e l supuesro .y bajo 
el ni vel- del consenso fundamellta l~. La fij ación en un le-xto escrito de los di stintos 
niveles de consenso, en el texto constilw.:ional, y d hecho de que los límites entre 
ellos siguen siendo objeto de las decision es del proceso político -o sea, son 
"disponibles" para los actores políticos-o g~nenm \.:1 sigui~nte problema: si los acto­
res e n el proceso polílico se wn con frontados a esos límiles. y si su comportamiento 
en lo esencial só lo se ve limitado por dichas reglas -y no, por ejemplo, por conven­

ciones intcrnalizadas respecto de lo que una mayoría rcl ali va puede decidir, y que 
110

5
, entonces es el significado del antedicho texto -o sea, del texto constitucional- el 

que deviene en objeto de la controversia políti ca, pudiendo surgir tilla controversia 
constitucional en sentido estricto. El problema smge en la pregunta sobre los c rit e­
rios que pcnniran reso lver esta controversia . Si ella queda entregada a los actores 
políticos, este cr iterio se idenli tica con el mismo que simplemente se aplica para la 
solución de la controversia política común: la "competencia" política, en la demo-

o bien, visto desde el punto de vista de la legitimación, entre distintos titulares de dicha 
legit imación. por ejemplo entre poder consti tuyente y legislador ordinario (así cspc-ci;d­
mente el desarrollo en los Estados Unidos, véase. por ej emplo la cita de la Pennsyivania 
Distriel Courl en Slem, Dus S{CJútsrecht ... ,Tomo 1, 2" edición, pág. 81 "The constitution 
is certain and fixed: it contains the permancnt wil! 01" the people, and is the supreme law 
oftbe tand: il is paramollllt to the power of lhe kgislative, an can be revoked only by the 
power ¡hat made ie. Podría cit l'l rsc como precursor de esta idea a Edward COKE, en The 
Case o/ Pr(H.:lumalions ("Cake claimed Ihe power ofthe common law to declarc ¡nvalid a 
statutc w hich infringed its fundamcntal principks'- en KIRALFY A.K.R.: Polfer's }fislor;­
cal lnrrodllcrion /0 Fng/üh [ ,QW, 4" edición, Londres, 195X, pág. 57. ver también pág. 
39). 

Puesto que la pérdida del consenso fundam t:ntal implica el reton10 al uso de la fuerza 
como modo de resolución de! conflicto politico. La cuestión de la normatividad de la 
Constit ución frente a afanes seces ionistas o alzamientos revol ucionarios es senc illamente 
cosa de la superioridad factica y de la supremacía matcrial. 
AsÍ, por c.i\!l1lp lo. el caso del Reino Unido de Gran Bretaña e r danda del None, donde no 
se puede hablar sencillamente y sin más dc una Constitución fl exible, ya que se estima 
que detcrminadas decisiones esenciales sólo pueden ser tomadas por una mayoría parla­
mentaria desplLés de una elección en 13 cual d ichas decisiones han sido vinculadas a los 
progmmas políticos de cada uno de los partidos. con lo que en la práctica viene a pro­
llull cü;rsc el electorado directamente sobre la deci sión. 
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l:racia (a saber: la capacidad de movilizar a los actores politicos, sean institucionales 
o no, y en última instancia a los individuos, en viSt3S l1 In formación de una detcllni­
nada mayoría po litica) v iene a confllndirse en este caso con la ctlmr~lenc ia lingüísti­
ca: el s ignificado del lex(O constituc..'ional viene a eSlablecc:rse en fonna vinculantt' 
por una decisión de la mayoría. 

b) Función y carút:Jer e:,pecific o de lajuri,wliccián conslil llc ional 

12. l .a introducción de una jurisdicción constitucional para la so lución de este pro­
blema

fÍ 
implica Wla modificación cn la l:strudura dI.! la con troversia política. sin 

alterar, sin embargo, la naturaleza del proceso político. Las cOlltroversÍas constitu­
cionales en sentido estricto conservan su carácter de controversias políticas7 

(específicamente, sobre el significado de la Constituci ón), pero el criterio para su 
resolución ya no cs más el mismo que el que posib ilita la d\!cisión en el respectivo 
nivel de consenso. Aquí la decisión pronunciada en ej erc icio dc b función jurisdic­
cional no I.!S una dCl:i sión sobre el resultado final del proceso político. SillO sobre el 
nivel de consenso o sobre el procedimiento eTl el cual él debe desalTollarsc. para 
alcanzar -para la n.:spcctiva pretensión política- la mayoria necesaria (= e l consenso 
necesario) a fin de imponer con ella dicha pretensión. El L~i erc..'icio de la función 
j uri sdi¡,;ciona l en el sentido de la mantención de los lim ites ent re los distintos niveles 
de consenso es. desde el punto de vista de la Teoría Consti tuciomtl. un 'resultado 
necesario de la decisión polítiC<I que ha opt<Jdo pO·1" fijar dichos límites sobrc la basc 
de su objetivización en el lenguaje esc ritos . 

13. El verdadero problema del consenso en un siste ma de jurisdicción constit u­
cional, que al mellos pueda comrolar la const itl..u.:iuna liJ<lu de las lcycs9

, se origina 
aquí. Si los preceptos que regulan la modificación de la Constitución presentan. 
frente a los preceptos de fonnación de la ley ordinaria, distintos y agravados requisi­
tos para la fomlación de una voluntad política, entonces ello significa que intentan 
disciplinar el proceso legislativo, incluso sobre la base de un even tual rechazo de la 
regulación constitucional por parte de la mayoría. E l principio de la supremacía 
constitucional en el sentido de constitución rígida es, así v isto. disenso programado. 

6 

7 
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La jurisdicción constitucional puede ser usada con otros fines, COlllO lo d{!lllu{!stra el 
reclamo por le~ió[l a los derechos fundamentales. pero en ~s t e c..:aso 1:1 c..:onscrv;lción de la 
preeminencia normariva de la Const itución no es una l:ucslÍón de la cont roversia política, 
sino de la base de legit imación del actuar del poder político instilUdonalizado cn su re­
lación con el individuo. 
Ya que en este caso se trata siempre de las reglas que regul an el ejercicio lIcl poder polí­
tico institucionalizado. Cfr. aqui:"I'olili.w:he Strilfiille ,,'¿¡rel/. il1sbesulIllere solche. bei 
denell es sich in irgendeiner Hi flsichf dUl"ut1l halldelt. I\'{~m d ie /14(1("11, im S'aal ::ustelu 
oder lFem sic besfrillel1 wird"' ("'Controversias po líticas serian .. , en cspcóal aquellas l'll 

las c\I<lles se trata de determinar, de cualquier modo. a quien le corr~':ipondc el poder en 
el Estado, o :1 quién este poder se le disputa"') SPANNr.rc H,lllS : n/e ric:hlerliclte Priijimg 
von Gesefun IInd Verordnungen, pág. 43. Traducción de 1-:. Aldun<lte . 
Cfr. SPANNER, Die richrerliche Priifimg. pág. 53154 . A sus disqui .~icintles en este punto 
debe agregarst: la observación de que la exigenci a de quorums más altos para la rdornu\ 
de la Constitución implica en términos políticos. una mayor dificultad del procedimiento. 
Con SPANNER (Die richferliche Prüfimg )'on (lesef=en .. pág. 47) se considera en este 
trabajo como la tarea fundamenta l y más importante de la jurisdi cción conslitllcioI1<l1 el 
control de actos jurídicos a la luz de la Constitución. y. en particular. el control de la 
constitucion31idad de la leyes. 



14. E~to pu~JI.: ser explicado fácilmente a la luz oel art. 1 ! 6 inciso II de nuestra 
Constitución. Este articulo cstablcl.:c l.:omo rl.:quisito para la reforma de la Constitu­
ción una mayoría de 3/5. eventualmente de 2/3 en ambas cámaras. Esto sih1J1ifica que 
la Conslitw..:iún asume la cx iskncia de cualquier disenso a partir del Iimile (3/5- 1) o 
(2/3- 1). Si se acepta que del ttn. 116 puede derivarse (i lllerpretarse) esta nonna. 
enlOnccs e llo significa que la normati va const itucional en ningún modo pretende 
generar o prodw.:ir la mayor aceptac ión del pueblo o de sus representantes. respecti­
valll(' llI e. y que quiere lener vigencia incluso -y especialmenle- allí donde, dicho 
,l!,msso modo, el 59% o el 65 (Yil del pueblo o de la representación popular se encuen­
tra en contra de la versión vigente de la Constituci ón. De aq uí que sea una buena 
intención pero desde el punto de vista constitucional tota lmente carente de sentido , 
e l que sostenga 'lue la función de la jurisdicción conslitudollal es reducir el conflicto 
político o promover el consenso político, ya que en muchos casos su tarea consistirá 
precisamente, en hacer efectivo el disenso programado a que se hacía alusión arriba. 
como resultado de la interpretación del texto constitucional, lo que significa actuali­
zar el potencial dc l.:ontrovers ias entre una minoría de (2/5+1) o (1/3+ 1) y una ma­

yoría, respectivamente ~ de (3 /5-1) o (2/3-1). Cuando se quiere ver un problema en el 
hecho de que las dt:(;isiones de la jurisdicción conslitudonal puedan enfrt:ntarse y 
nmtradeci r a aquellas de la representación popular parlamentaria, e imponerse jurí­
dicamente :t e llas. eso signi ficít que, () bicn no sc- ent iende nada de la fu~ción de la 
jurisdicción consti tucional. o bien que la idea misma de la constitución jurídica co-
1110 regulación de l proceso polí tico se pone en tela de .luido . y esto. debido tt que la 
clC liv idad de la j urisdicc ión conslimcional recoge su sentido precisamente en e l ámbi­
to que va de 'mayoría' a 'mayoría, a saber: entre la movilización polít ica de un 50% 
+1 y. en el caso de nuestra Constitución, de 60% (3 /5) o 66% (2/3) respecti vamente. 
H verdadero problema de la jurisd icción constitucional no es entonces alcanzar el 

más alto grlldo dr.: t.:onst:nso posible. sino precisamente el desplazamiento dt: temas 
de un nivel de la controversia política, con unas exigencias de consenso corno re­
quisito de la oecisión política, a otro nivel de dicha controversia, en que las exigen­
cias son mayores. lo que políticamente implicará la neces idad de contar con un ma­
yor nivel de potencial de movilización política, si se quiere alcanzar los resultados 
queridos. 

15 . Así visto . el peligro que existe en el campo de la fuIlción jurisdiccional no 
~stj en que sus decisiones no sean aceptadas por la mayoría política (ya que cuando 
I.:sl(; r(;chazo alcanza los limites establecidos para poder disponer del texto constitu­
cionaL éste simplemente sen! rcfonnado), sinu por el contrario, que exista 
"demasiado" consenso, en el sentido de conformidad. de "disenso no dispuesto a 
aduar" -~l1lre el 40% Y 49,,-)% de los ciudadanos o de la n:presentación parlamenta­
ria. de ta l manera que determinados temas sean excluidos de aquellos que pueden ser 
objeto de las posibilidades nonnales de movili7.ación de los actores po!ílÍcos (sobre 
la regla de mayoría). Como resultado surge un ámbito de materias. donde quizás no 
existe un disenso tan grande como para provocar una refO!11líl constitucional. pero 
por otrO ladlJ quedan excluidos dl: la conlroversia po!í¡i¡;a in rrl:le unsLitu<.:iunal con sus 
posibilidades de moYili7..ación política. En estos casos la jurisdicción constitucional 
viene a ocupar este campo con un derecho que aSUIlle c!(! he,~h() el mismo efecto de 
leyes, con lo que se desplaza. reitero, polílicamente. de hecho y no jurídicamente, la 
función legislativa a los órganos jurisdiccionales. lJesde el punto de vista de la inter­
prctadón eonstitul.:ionaL en todo caso, esto no es un resultadu necesario, sino que 
por el contrario. obedece a fenómenos muy precisos y que deben ser rechazados 
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desde el punto de vha¡¡ dd método de intcrpfl:tación: en c~pecia¡ b consideración ti\: 
partes de l texto constinlcional como "valores" o "principios", y cll el campo de los 
derechos constitudonales, una específica teoría que quiere ver en e llos normns de 
conflicto. con lo cual necesariamente tienc que llegarse a rt"solver las "colisiones" 
que se produzcan entre e llos por la via de la ponde r~)(.:iún (,k su va lo r relati vo. y la 
consecuenc ial dccisiún en li!Vor d\! lino preteriendo al otro o a los otros derechos 
concelll idos, 

16. Oc las ideas expuestas resultan claras dCls propi\;.'dadcs cspccí licas de la 
j urisdicción c()nsli tuduna l. Por una parte, se distingue de ot ras jurisdicciones desde 
cI momento en que en la jurisdicción constitucional d agotallliento dd componente 
jurídico del contl i<.:to no implica al mismo tiempo la solución del contlicto material 
subyacente Cjue, en cuanto controversia política, sigue teniendo a su dispos ición el 
derecho ~obrc cuya base se resolverán las controversias. Por ot ro lado. la jurisdic­
ción constitucional no se encuentra bajo el mislllo principio de inexcusabilidad que 

otras jurisdicciones. Su tarea no consiste en resolver el conflicto politi<':(l mat¡:ria1. no 
consiste en poner\¡: un fin, con el ob,ieto (l¡: pacificarlo, ya que para ello existen cn la 
democracia otros criterios relevantes. Su misión se concentra en reso lver la contro­
versia pulíti<.:a surgida en t01110 a la interprctaóón del texto constitucional. De aquí 
se deducen también importantes consecuencias pnra la teoría dI...' los vacíos o lagunas 
legales c::n la Constitución y para la T colÍa dc Ja Cosa Juzgada en sede cons~ it llciolla l. 

e) Los vacíos o lagunas en Derecho ConslitucimlOl 

17. De lo arriba expuesto resulta que eltenuinu de "'vado" (1 "Iaguna legal" se- lOma 
sospechoso en sede constitucional. Este término nos remite siempre a la imposibil i­
dad de vincular la decisión de un caso concreto él un texto producido fonna lmcnte 
como ley ~ bajo el supuesto simultáneo de que dicho caso debe ser resuelto

lU 
11 -se 

lO 

11 
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Así cscribl! LARENZ que solamente se puede hablar de un vacio o laguna lcgal (Llickc) en 
aquel1o .~ caf;Of; en que en la ley -o en la totalidad de las leyes- se eche e ll falta una regla 
que ataile a ulla cuestión que no pueda ser entregada al ámbito no-jurídico (rechts¡¡'cicn 
RUllfII). (lvlfdhudl:!nlftllre del' JÚ::chtslFissensdwfi, 6.1 edición. Bcrlin, Heidelberg, 1991. 
p'g. 370 ss .. pAgo 37 1/372). 
C fr. Cl IKJSlENSEN, ,"Vu,')' heif}l (ieset=esh imlllng ! (Qué significa vinculación a la ley?) 
Pág. 36: "Zwar ¡SI. gemessen am gesellschaftlicl1en Rege lung!;bedarf, jede Rechtsor­
dnung un vollsüindig. aber eben auch voll sHind ig i n~oweit als 11 m del' rcchtli ch 
ancrkarulle g~selJschil ft )i e-he Regelungshedarf relevant ¡si und di e Entsche idung immer 
nur einc Antwort aus dem geltenden Recht enthahen kann . Von einer "Lüekc" kann man 
deswegcn nur spn .. 'Chen. \Venll ein Fall entgegen dem Gesetz als regehmgsbedürft ig ange­
sehen wird. Die Regclungsbedürftigkeit Hipl sich dann aber nur hegründen aus cinc 
nomltransLt.'ndcnlcn Ma(3stab von Gen:chtigkeit. der in dieser Weise im (jese(z gerade 
keincn Ausdruck gefunden hat. Der Begriff der Lücke setzt deswesen einen fúr den 
Richter vcrfiigbarcn Degriff von Gerechtigkeit als üherposi tives Prinzip voraus uud 
damit ein Mehr an Recht gegenüber dem positiven (iesetz." ("Si bien es cieno que todo 
ordenamiento es, considerado a la luz de las necesidades de regulación de la sociedad, 
incompleto, también es cierto que es completo en el sentido dI! qUI! só lo la necesidad de 
regul ación j urídica es relevante, y que la decisión sólo obtendrá una resp uesta del dere­
cho vigente . De aquí que sólo pueda hablarse de un vado o laguna CU<lndo un caso, 
trente a la ley, se estima necesitado de regulación jurídica. En CStc C<lSO, sin embargo. la 
necesidad de regulación jurídica sólo puede fundamentarsc cn un parcímctro de justicia 
que trascienda a las normas positivas, y que en CS,I mcdida no ha encontrado una expre­
sión en la ley. El concepto de vacío supone entonces la exisl~n cia de un concepto meta-



entiende, por su carácter jurídico. La idea esencial aquí es que el conflicto debe ser 
resuelto, para 10 cual se hace necesaria una decisión, la que a su vez deberá nmdarse 
en una nornla -como sea que se llegue a nmdar la existencia de la misma-, si es que 
la mera arbitrariedad debe ser excluida como fundamento de las decisiones judicia­
les. Si colocado en esta situación el juez no puede establecer un vínculo con algún 
texto legal, entonces, para decidir el caso, tendrá que fundar la nonna en considera­
ciones jurídico-políticas, o lo que es para estos efectos lo mismo, consideraciones 
sobre la justicia concreta a aplicar en el caso. Nuestro ordenamiento jurídico con­
templa esto bajo una denominación especial (art. 170 N° 5 ere), los "principios de 
equidad" a los que se recune en defecto de la fundamentación sobre la base de leyes. 
El juez puede valerse también de la analogía en sentido estricto, cte., pero: tiene que 
decidir (ppo. de inexcusabilidad). La situación aniba descrita de la jurisdicción 
constitucional es esencialmente distinta. ya que la controversia que aquí se trata de 
dirimir, consiste en la controversia política sobre el significado del texto constitucio­
nal. En d nivd infmconstitucional puede ser que no todas las hipótesis. y en conse­
cuencia no todos los casos. estén "cubiertos" por los textos legales, pero en todo 
caso, todos deben ser resueltos jurídicamente l2

. En contraposición a esto. a nivel 
constitucional sólo se trata de resolver aquello directamente vinculable al texto 
constitucionaL ya que es éste el que origina la controversia. El resto ya no es más 
asunto del proccso jurídico constitucional, sino del proceso político t3

. 

d) La cosajllzgada en sede constilucional 

18. Si la fundón dc la institución de la cosa juzgada se ve en garantizar la solución 
definitiva de un conflicto jurídico en aras de la paz jmídica y material, o, como se ha 
planteado para d concepto de jurisdicción, en el agotamiento del componente jurídi­
co de un conflicto. eso significa que para la Teoría de la Cosa Juzgada, en todo el 
espectro para el cual se ha [onnulado, las partes no pueden estar en la situación de 
disponer de la base jurídica que tiene que servir de medida de la decisión. Solamente 
en virtud de esto se hace posible entender por qué tanto desde la perspectiva proce­
sal como desde la material se debe reconocer un carácter definitivo a la decisión 
judicial l

'). Aquí se trata de algo más que de asumir posibles injusticias en beneficio 

Il 

11 

----- ---------
positivo. del cual el juez disponga, y por lo tanto un "plus" de derecho, frente a la ley 
positiva"). Traducción de E. Aldunate. 

Obviamente, eon exclusión de aquellos ámbitos en que el propio ordenamiento exige la 
existencia de una ley, en espedal en cl campo del Derecho Penal. 

Cfr. aquí a IlL:LLLR, Slaalslehre, p.ig. 302/303 (pág. 268 en la l' edición de 1934). Esta 
idea fundamenta también el llamado de Bockenfórde a distinguir lo establecido y dado 
normativmnente de aquellos espacios no reglados :y abiertos, distinguir normas con un 
contenido determinado de principios quc requieren de eoncretiza<.:Íón (" ... nonnativ Ge­
gebenes une! Festge\egtes von nicht gercgcltcn und offengehaltenen Spiclraumen, inhal­
tlieh bestimmlt! Normierungen von dcr Aufstcllung von Prinzipien, die konkrctisie­
l'Uugsoffen sind, zu unterscheiden"). Die Eigenart des Staatsrechts un der staats­
rechtsvrissenschaft, pág. 23. 

..... als das Verbot fUr die (jerichte, bereits ummfechtbar entschiedene Fragen erneut zu 
behandeln, sei es, dap nur cine von den Entscheidungsfeststcllungen abwieehende Beur­
teilung verboten wird, sei es. dar3 es einc el11eute Entsdlcidung überhaupt ausgcs­
chlosscn wird". ("Como prohibición a los tribunales. de examinar nuevamente cuestiones 
ya resucitas en definitiva. sea que se prohiba UUi:!. deei:;ión que se aparte de la anterior, 
sea que se excluya cualquier tipo de nue\'o pronunciamiento") SACHS, Michael: Die Bin-
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de la seguridad l ~ o de la paz j uridica l6
. Abstrayendo la posibil idad de contro lar la 

corrección del método de una decisión judicia l, se t¡-¡:l ta aquí de la decisión vinculan­
te sobre la medida de juslida que se fija rá en el C(lSO concreto. B<:Ij o el mandato dI.." 
fallar conforme a derecho (vinculación a la ley) ústa dctcnninación debe comemplar 
la incorporación de las expresiones lingüísti cas contenidas en el texto nonllarivo, a 
través de un proceso de atribuc ión de significado normativo al mismo. 

19. La situación es radicn lmente distinta cuando la base jurídica sobre l<l cual se 
habrá de tomar la deci sión se encuentra a dIsposición de las pancs. Esto no sólo 
conduce él lUla modificación de la Teoría de la Cosa Juzgada en relac ión a las nor­

mas que regulan esa disposición, sino que de la tota lidad de sus presupuestos, ya que 
la columna fundamental de esta eOIlstmcción~ la idea de la resolución de finit iva de 
una controversia, respectivamente la decisión vinculante sobre una cuestión jurídica, 
queda eliminada. Una vez decidida, las partes pueden y les es pcnnitido continuar la 
controversia, y aún (yen especial) cuando ello sea prec isamente para superar la 
decisión producida. por l~ vía de modificar la base juríd ica que la ha fundado. Esta 
di stinc ión a nivel jurídico teórico corresponde a la di st illt:iún a nivel politico de al 
menos dos niveles del contlicto o de la controversia po lítica que existen en una co­
mlmidad política. y al hceho de que no puede ponerse tin al prm:cso político enten­
dido como desarrollo de b controversia políti ca sohrc el derecho (normas) y la idea 
de justi cia (valores) que deben regir ° concretarse, respectivamente. Y si esto es así. 
tampoco puede ponerse fin 11 este proceso a trav!.!s de una acti vidadjurisdicéiona l. 

20. Una situaci ón distinta plantean los casos que no con'csponden a esta estruc­
tura del conflicto. Junto a las controversias constitucionales en sentido estric to pue­
den atribuirse a la jurisdicción constitucional otras funciones, que realmente no pue­
den ser consideradas como una pretens ión sobre un determinado significado de l 
texto cOTlstinlcional como elemento de la lucha de poder al interior del poder políti co 
insl'inlcional izado. Caso paradigmático en el derecho compamdo lo const ituyen las 
accioncs de reclamación por privación de derechos fundamenta les, cuyo equivalente 
funcional en nuestro sistema jurídico viene siendo el recurso dc protección constitu­
cionaL En este caso, y a diferencia de lo que sucede en el caso de cOlltroversias 
constitucionales en sentido estricto, se trata de arribar a una decisión defi nitiva y 
final. inamovible , si se quiere, sohre la prclensión de un individuo, de que sus dere­
chos hmdamemalcs sean apl icados como medida de la Icgitimid1:ld del actuar estatal 
en su relación hac ia el Estado. Dicho de otra manera : la pre tens ión de l reclamante no 
puede ser vista en este caso como una pretensión de tOlllar pall e en el proceso de 
alocación autoritativa de valores en el ejercicio del poder político inst ituí.:i olla lizado. 
El reclamante es parte del procedimiento j udi cial , sin que por ello le sea reconocida 
la facultad de disponer del derecho en cuya viltud habrá de resolverse su pretensión. 
En d derecho del proceso constitucional no se It: considera como parte en el proceso 
político 17. 

" 
" 
17 
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dUlIg des Bundl'sl-'crfasslmgsxerichls un .<¡cine HnlScheidl/lIgel1 (La vincul ación del Tri ­
bunal Constitucional Federal a sus decisiones) Míinchen 1977, pág. 33/34. 

Así la posición de KR1ELE. Theorie der Redl/sxell'illl/lmg, pág. 295. También Saehs 
insiste en el reconocimiento de un fin de j usticia, Die HiT/Jl/lIg. .. pág. 19 ff .. pág. 20. 

Vid Si\CIlS, Die BindtJng ... , pág. 20, pág, 30. 
Del reconocimiento de que la [unción y especificidad de la jurisdicción conslilw.:ional se 
expresa jurídicamente en distintas fonnas, de acuerdo a los niveles o ámbitos de confliclO 
en los cuales se desarrolla. parece justi fi carse un tratamiento diferenciado del tema de la 
cosa juzgada conslituciollld de acuerdo a los distintM tipos de procedimienlos y prelen-



21. Por otro lado, hay que reconoccr que la institución de la jurisdicción consti~ 
tucional en el sistema político no debe perder toda función y que, por lo mismo, no 
puede privarse a sus decisiones de todo efecto judicial. Ello no es lila consecuencia 
que necesariamente tenga que derivarse del reconocimiento de las pal1icularidades 
del Den:cho Constitucional, sino que el carácter particular de! Derecho Constitucio~ 
nal nos remite al hecho de que la Teoría de la Cosa Juzgada, nacida en otro contexto, 
no puede ser tr<lspas<ld<l sin más al campo de la jurisdicción constitucional, aunque 
ell algunos casos pueda ser conveniente valersc de su terminología. Así. por ejemplo, 
no sc cucstiona la noción de cosa juzgad<1 form<11. El agotmniento procesal de una 
controversia permanece intacto, ya que pertenece a la naturaleza de la actividad 
jurisdiccional. El quc cl proceso político continúe tras la decisión judicial no es un 
argumento en pro de la reapel1ura o revisión de un procedimiento concluido a través 
de un<1 sentencia, ni para la eliminación del principio non bis in idem. Pero, por otro 
lado, la decisión judicial aquí no implica que los órganos no puedan hacer uso de sus 
competencias, dentro de las cuales se encuentran aquellas que les pennitirán cambiar 
la hase jurídica sobre la cual se resolvió el conflicto, ni impide que aquellas faculta~ 
des que, miradas jurídicamente como competencias, y que políticamente son una 
cuestión de poder, puedan volver a ser objeto de una controversia. Y puesto que 
están habilitados para seguirlas ejerciendo se plantt:a para la cosa juzgada constitu~ 
ciol1<11 un problema que le es propio. Recuérdese al énfasis puesto arriba en la 
Constitución corno base en la inslilucionalización 'del poder político. De ello se sigue 
que cada decisión a nivel de justicia constitucional. que atribuye al tcxto constitucio~ 
nal un signi!icado, simu!túncamente puede ser observada o apreciada como l.ma 
decisión sobre la configuración del poder político institucionali/.ado. De aquí ~y más 
allá de su efecto fáctico generalizado~ no puede deducirse una vinculación jurídico~ 
normativa de esa decisión. Sin embargo, a nivel político sc plantea sin atenuante 
alguna el siguiente problema: si los órganos político fundan y derivan sus facultades 
y competencias en y de la Constitución, y si una jurisdicción constitucional es COI11~ 
peten te para intcllJretar el texto constitucional en última instancia, entonces puede 
ser cuestionada la legitimidad de toda actuación política que pueda ser apreciada 
COlllO contraviniendo lo dicho en una decisión jurisdiccional acerca del sentido y 
significado de la Constitución. En el derecho comparado se ha encarado este pro~ 
blema otorgando a las decisiones del tribunal constitucional un carácter obligatorio 
de ley « iC.l'cfzcskrajl). 

22. En la nomencl<ltura clásicJ de la Teoría de la Cosa Juzgada podría entender­
se esto como una ampliación de los límites objetivos1

& y subjetivos 19 de la cosa 
juzgada. Sin embargo, esta nomenclatura cs inadecuada aquí. Por una parte, la teoría 
de los límites objetivos de la cosa juzgada material sef1<11<1 que esta cualidad se va a 
cxlcnJcr a algo más que allncro tenor dc la dccisión. En las dt:cisiont:s dt: una .iurÍs~ 
dicción constitucional. sin embargo, debe mantenerse siempre a la vista el hecho de 
que lo que hace el objeto fundamental de la controversia es la disputa sobre el signi­
ficado del texto constitucional. Si se sostiene que "x" es inconstitucional. o sea, 
incompatible con la Constitución, eso signific<1 que "x" no puede ser mnp<1rado por 

l~ 

1" 

siones (asi por ejemplo ti enfoque de Sa¡;hs, lue. cit.). El principio fundamental pemla­
neceo sin emhargo. i1l\'ariabk: toda decisión de la jurisdicción constitucional implica un 
pronunciamiento sobre la base de kgitimaeióll del poder político institucionalizado. 

Como vinculación a los fundamentos de la sentencia, así Si\CIIS, f)ie Hindung .. , pág. 
67;68. 

Vid. SACIlS, Die Bindung ... , pág. 68 ss. con referencias bibliográficas. 
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el sentido normativo del texto constitucional. La verdadera decisión en sede juris­
diccio-constitucional es la decisión acerca del signifi cado llonna tivo d\:l texto consti­
tuciona l: la consecuenc ia, por ejemplo. la declarac ión de Ilulidad de un acto que se 
opolle a la Const irución. sólo se deriva de esta decis ión. a sabl.!r. en Jos se ntidos: por 
una parle de la incompatibilidad llonlla ti víI (e nt re el texto (olltro lado y d~ la Consti­
tución). por otra . de ) princip io de la Constitución como fundamento de lOdo ~jcrcieio 
legi timo de una potestad estatal. Oc tal manera yue la antcd id 13 viru:ulal.:i ún a la 
dec isió fI de la just ic ia consti tucional no implica unu umpliadón de los lími tes objeti­
vos de la L'osa juzgada consti lUt:ional. s ino so lamente el reconocimienlo de la natura­
leza de la deci sión. a la que se le atribuye tal calidad ( fuerza de cosa juzgada). Por 
otro lado. la tesis de la ampliación de los límites subjeti vos de la cosa juzgada consti ­
tuci onal s ignifica que lo decidido puede afectar él terceros que 110 fueron partl" dd 
proceso (partes él las cuales en principio se circLUlscribcn los límites subjelivos de la 
cosa juzgada. entendidos como efecto relativo de una sent encia) . El efecto relativo 
de LUla sentencia se entiende por la referencia de la scntL'l1cia a un caso dctL'rminado 
y concreto, y su condición como producto de LID procedimiento dcteJ1l1inado, La 
ampliaci ón de los límites subjetivos de la sentencia signitica . en este contexto. que se 
van a afectar a terceros que no participaron en el procedimh:nto, por una sentencia 
que califica de una tlclcmlinud<i manera las circunstancias de l c;:¡ so , y tl pesar de no 
haber s ido panes en e l respectivo procedimiento. Su sent ido sue le verse el ~ la exten­
sión de la vigencia de la validez de la d¡;c isiónjudú.: i¡.¡ ) protl:gida por la cosa juzg;:¡d<1. 
en relación a la prohibición de un fa llo divergeme sohre la m isma materia. más all ;,í 
de la vinculac ión e ntre procedimiento y panes . ~o 

23 . Para aplica r eslO a scJe eonsliLucional h<tbri<t que examinar e ntonces la vi­
gencia de este principio. la prohibición de un tallo posterior d ivergente sobre la 
mi sma materia. en e l ámbito de la jurisdicción consti tucional. E l análísi s de este 
punto viene a se r equivalente con el análisis de! sentido di: la cosa juzgada material 
en el Derecho Constitucional. Al nivel de la Constitución la prohibición de apartarse 
del tenor de un fallo anterior significaría darle a la pará !i'~sis del sentido atribuido 
por la decisión al texto constitucional, por el juzgador constitucional, el mismo valor 
que el del te.xto mismo. De ser así, esto implicaría atribuir a la jurisdicción constitu­
cional un rol !.!quivalente al del poder constituyente. en el sentido de la facultad de 
formular textos nonnativos como bases de la instituci onalizadún dd poder político. 
con valor vincul:mte generalizado y permanente. Un efec to de esta naturaleza debe 
ser rechazado en el campo del Dcr¡;cho Constitucional. Pero puesto yue la vincula­
ción con fuerza de ley ya ha sido aceptada. la única forma que queda a fin de superar 
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"Die- Er.\'eiterung der subjektive-n Rechtskraligrenzen b~delt,e\. ... l.I ... fj cinc Rcclllskraft­
wi rkun g, die der gegenüber den P:lrteien entspricht . IUr \~'I!ile rc ?~'rsollen cinlritt; diese 
Personen konnen wie die Parteien weder ein neueS Verfahren über denselbcn Strcitgc­
genstand ein leiten , noch den entschiedenen Punk bestreiten. sofem cr in cincm spatcrcn 
Verfahren mit anderen Streitgegenstand von prajudi:.ádll:r Dc:Jclltung iSI". ("La amplia­
ción de los límites subjetivos de la cosa significa que un efecto de eosn juzgada, tal cual 
corresponde frente a las partes. se hace efectivo contr<1 terceros, los cuales no podrán 
iniciar un nuevo procedimiento sobre el mismo objeto de [<1 controversia, ni controvertir 
el punto que ya ha sido objeto de la decisión en 1<1 l11edid<l en que éste tenga alguna rele­
vancia como precedente en otro procedimiento") SACI!S. Die Bil/dl/I/g ... , pág. 82. Tra­
ducción de E. Aklunalc. 



este dilema está en abandonar la tesis de 13 inmodificabilidad de lo decidido (en 
ténninos materiales)21 . 

24. Si esto es así, cabe preguntarse qué sucede con la vinculación a las decisio· 
nes de la jurisdicción constitucional sobre el sentido del texto nmstitucional. Puesto 
que los órganos públicos siempre van a poder actuar sus competencias, y que incluso 
en el caso de una violación directa al texto constitucional ésta sólo podrá hacerse 
efectiva a través de un control por pnne de la jurisdicción, tiene poco sentido hablar 
de la vinculación a las sentencias en sede cxtra~jurisdiccioIlal. Yen sede jurisdiecio~ 
nal este principio de la vinculación a las decisiones de la jurisdicción constitucional 
significa lo siguiente: 

1) Los órganos públicos se encuentran vinculados a decisiones previas de la 
justicia constitucional, en el sentido de que no pueden alegar ante clla un sentido 
distinto al que ya ha sido fijado por la jurisdicción constitucionaL o bien que, en 
caso de hacerlo, esta jurisdicción puede desechar esa argumentación sin asumir la 
carga de argumcntar cste rechazo, hastando la referencia al precedente, 

2) Los órganos jurisdiccionales se ven igualmente liberados de la carga argu· 
mentativa cuando sólo se trata de reiterar una atribución de significado para el texto 
constitucional (sin perjuicio de tener que asumir la argumentación de los demás 
elementos del fallo, de acuerdo al caso). 

3) Por último, los órganos de la jurisdicción constitucional pueden superar una 
jurisprudencia y modificar pronunciamientos anteriores sobre el sentido del texto 
constitucional, pero en estos casos están sujetos a una carga argwnentativa consisten­
te en asumir cada uno de los argumentos dados en su oportunidad para justificar una 
detemlinada atrihución de sentido llomlativo al texto constitucional. 

25. Si se asumen estas tesis sobre el valor de la cosa juzgada en materia consti~ 
tuciona\, entonet:s ellas llevan a la conclusión dc que la cosa juzgada constihlcional, 
en relación con la función de la constitución como base de la institucionalización del 
poder político y como regulación del proceso político, no consiste en la calidad de la 
resolución definitiva dc un conflicto, sino cn evitar la coexistencia (esto es , en un 
mismo tiempo) de dos sentidos normativos incompatibles entre sí atribuidos a un 
mismo pasaje del texto constitucional. o bien, en general, entre diversos pasajes de 
dicho texto. Es aquí. dicho sea de paso, donde tiene su lugar el topos de la unidad de 
la Constitución, cuya crítica en otros contextos ya ha sido suficientemente fundamen­
tada. 

~ 1 Cfr. SACWi, Die Bindllng .... pág. 100 ss. y GUSY , Die Oflenheit ... , pág. 114, pág. 115 
apertura en el tiempo como variabilidad de la interpretación constitucional. 
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